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  Presentación


  Estimado lector:


  Este libro que tiene en sus manos es fruto de muchos años de trabajo colectivo en Sant Pere Claver-Fundació Sanitària. Desde la fundación, ahora que cumplimos el 65 aniversario, trabajamos comprometidos con las persones que sufren problemas emocionales y trastornos mentales. Estos problemas suelen estar determinados por múltiples causas, por ello se hace preciso implementar procesos terapéuticos complejos de carácter pluridisciplinario.


  Sant Pere Claver-Fundació Sanitària desarrolla diferentes programas en salud mental, con gran vocación comunitaria, de proximidad y prevención y con una alta especialización en la población infantil y juvenil. Y es aquí en el ámbito de la adolescencia donde desde hace 20 años desarrollamos el programa del Equipo de Atención al Menor en colaboración con el Departamento de Salud y el Departamento de Justicia de la Generalitat de Cataluña.


  Confiamos en que esta publicación sea de utilidad para estudiantes y profesionales de los diferentes ámbitos que configuran el denominado Estado de bienestar e interesados en la comprensión de las vicisitudes de la adolescencia. El sector salud, educativo, los servicios sociales y la justicia viven momentos muy complejos con necesidades crecientes y recursos limitados. Ello conlleva –y seguirá haciéndolo– replanteamientos profundos del modelo de intervención, y, desde nuestra consideración, será imprescindible profundizar mucho más en la transversalidad, la prevención y la autodeterminación del paciente.


  En el libro se describe el modelo de trabajo en la salud mental pública que aplicamos en nuestra institución, basado en un trabajo transversal de orientación psicodinámica y que considera todos los sistemas implicados, e integra todos sus ámbitos de afectación en el acompañamiento de los adolescentes. Dicho trabajo ha sido posible gracias al esfuerzo de los profesionales del Equipo de Atención al Menor durante más de veinte años en nuestra fundación y a los cuales quiero expresar mi profundo y sincero agradecimiento por su trabajo de calidad y su compromiso al compartir su conocimiento por medio de este libro.


  Atentamente,


  Dr. PERE BENITO


  Presidente de Sant Pere Claver-Fundació Sanitària
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  LOS AUTORES


  Prólogo


  Los autores de este valioso y laborioso documento han tenido el detalle de solicitarme unas palabras de presentación, en función de mi responsabilidad institucional en el momento de la puesta en marcha del Equipo de Atención al Menor hace ya veinte años. Encargo que acepté con gusto desde el primer momento, al tratarse de la experiencia profesional más gratificante que he vivido.


  En los años sesenta y setenta del siglo pasado, el sociólogo Robert Martinson y sus colaboradores tuvieron un gran éxito con su famosa fórmula nothing works!, referida a todas las teorías resocializadoras empleadas hasta entonces con jóvenes delincuentes.


  Pero ni su contundente diagnóstico contra el excesivo optimismo de otros criminólogos ni posteriores intentos más punitivos de ley y orden que ellos mismos propiciaron han conseguido, a mi parecer, un enfoque realista y a la vez justo en los programas de intervención educativa con los jóvenes infractores.


  En mi tesina de Psicología «Dos experiencias concretas en trato reeducacional con juventud delincuente de Barcelona (1970-1972)»1 exponía cronológicamente, primero, mi experiencia personal en el Tribunal Tutelar de Menores de Barcelona, con menores de edad penal privados de libertad, y posteriormente como educador de calle del Instituto de Reinserción Social (IRES/OBINSO), en el barrio del Carmelo de la misma ciudad. En ambos casos no me cabe ninguna duda de que el trato humano personalizado tanto de un equipo de educadores de un centro en régimen cerrado como el más individual de los educadores de calle o delegados de atención al menor con medidas judiciales en libertad producen en los menores un efecto extraordinariamente positivo en relación con el objetivo fundamental de no reincidencia en el delito.


  En términos psicológicos, se explica cómo el mecanismo de identificación positiva con figuras adultas de educadores o maestros siempre han significado mucho en la etapa crucial de la adolescencia, y de manera particular cuando se añaden graves carencias familiares, como en los casos extremos de resiliencia que llegan a la jurisdicción de menores.


  Este factor tan importante no es, sin embargo, el único que hay que tener en cuenta. Es un elemento imprescindible, pero no suficiente para la verdadera eficacia de una intervención educativa con menores infractores. Son necesarios también unos programas bien diseñados y hoy científicamente validados en los países más avanzados del mundo en este campo. Nos referimos al modelo cognitivo de prevención de la delincuencia y de rehabilitación del delincuente que proponen el canadiense Robert Roos (Universidad de Ottawa), conocido en España gracias a los profesores Manuel Segura de la Universidad de La Laguna,2 y Vicente Garrido de la Universidad de Valencia,3 así como las investigaciones longitudinales de décadas del profesor Marc Le Blanc, de la Universidad de Montreal, en los centros de Justicia Juvenil de Quebec.4


  Estos son los modelos de intervención que, a partir de 1989, con la creación de la Dirección General de Justicia Juvenil de la Generalitat y la nueva legislación penal española,5 empiezan a abrirse camino con mucha fuerza en Cataluña y van a priorizar en cuanto sea posible programas desjudicializadores como el de mediación y reparación (a propuesta de la fiscalía), las medidas en medio abierto («buque insignia» de las medidas adoptadas por los nuevos jueces de menores especializados) y la privación de libertad temporal como última ratio para los casos realmente graves. Comprometiéndonos en todos los casos a una actuación profesional de ayuda empática (el proyecto educativo individualizado para cada joven delincuente, PEI).


  Con la preocupación por la búsqueda de tratamientos eficaces para la diversificación y actualización de las medidas judiciales, se nos hace patente –en estos años más que nunca– la necesidad de un trabajo interdisciplinar (en cuanto a diversidad de profesionales implicados), interdepartamental (responsables dentro de cada ayuntamiento y del gobierno autonómico) e interinstitucional (entre autoridades de ayuntamientos, diputaciones provinciales y Generalitat).


  Así se establece en 1993 el primer contacto con los responsables del Hospital Sant Pere Claver, que culmina con la creación del Equipo de Atención al Menor y la firma del correspondiente convenio, cuyo feliz vigésimo aniversario se acaba de cumplir. Hablamos de feliz y de eficaz porque así lo ha sido durante este ya muy largo período. El primer encuentro con los profesionales de Sant Pere Claver nos caló hondo: «Hay que rescatar el fondo sano que siempre existe, aunque a veces muy escondido, en cada persona». Era el mismo pensamiento que el de nuestros experimentados educadores de centros y nuestros entusiastas delegados de atención al menor (los célebres DAM, hoy técnicos de medio abierto). Veinte años más tarde y ya en situación de jubilado, asisto a la brillante jornada del EAM en el Centre de Cultura Contemporània de Barcelona, el pasado 14 de noviembre, y al escuchar en las ponencias a distintos profesionales de Justicia Juvenil y de la Fundación Hospital Sant Pere Claver, certifico una vez más con gozo que utilizan el mismo lenguaje educativo y responsabilizador. Un idéntico lenguaje que solo puede responder a una misma actitud profesional compartida. No es extraño, pues, que hayan podido trabajar juntos tan compenetradamente todos estos años.


  Me refiero a la convicción profunda de todo buen educador y profesional de la salud mental de que «no es lo mismo un mal paso que un mal camino», que tras los episodios tormentosos de muchas adolescencias dolorosas hay futuro positivo. Eso sí: con acogida empática y seguimiento profesional adecuado. El éxito de estas intervenciones de calidad es en muchos casos evidente y rápido (pensemos en los más de treinta mil jóvenes atendidos desde mayo de 1990 en Cataluña gracias al programa desjudicializador de mediación y reparación); en los casos más complejos de medidas de apoyo terapéutico ambulatorio o en internamientos duraderos con indicaciones psiquiátricas en centro educativo, la eficacia, aunque más oculta y menos inmediata, es también profesionalmente gratificante y socialmente encomiable.


  Mi felicitación más sincera a cuantos han formado parte del Equipo de Atención al Menor a lo largo de estos veinte años por el trabajo realizado y a los autores de este magnífico libro que culmina brillantemente la celebración institucional de este importante acontecimiento de la Fundación Sanitaria Sant Pere Claver de Barcelona, que tuvo el acierto de inaugurar el programa, de mantenerlo activo hasta el día de hoy y de darle la difusión que se merece.
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  Exdirector general de Justicia Juvenil.


  Generalitat de Cataluña (1993-1996)


  PARTE I   El contexto histórico y conceptual


  1 El Equipo de Atención al Menor: un modelo interdisciplinar de atención en salud mental a la adolescencia multiproblemática


  Cuando, a finales de 1993, un pequeño grupo de profesionales comenzamos a prestar atención en salud mental a adolescentes con los que el sistema de justicia juvenil estaba interviniendo, nadie imaginaba el fértil recorrido que esta tarea iba a promover.


  Los cambios legislativos que se habían ido produciendo en Cataluña en justicia juvenil durante la década anterior impulsaron la creación de un modelo de intervención sensible a las necesidades de desarrollo del adolescente, apostando claramente por su maduración y paulatina capacitación como base para su responsabilización. También en la misma época el ámbito de la atención en salud mental experimentó un importante crecimiento en nuestro país, fruto de los esfuerzos reformistas en el campo de la psiquiatría.


  Un claro ejemplo de esta evolución paralela, guiada por la emergencia de los valores sociales del momento sociopolítico, se da en 1985, año en el que, coincidiendo con la aprobación en Cataluña de la Ley de Protección de Menores,7 se publicó el documento para la Reforma de la Asistencia Psiquiátrica8 a nivel estatal.


  Desde este punto de vista confluyeron en aquella época sendos cambios de paradigma en los campos del derecho y de la salud mental. En el primero, el paso de un modelo tutelar en la justicia de menores, poco garantista y paternalista, a otro basado en la justicia reparativa9 (Marshall, 1999), que considera al adolescente sujeto de derechos y obligaciones, y subraya, en lo social, la importancia de reparar los vínculos dañados por el hecho delictivo. En el campo de la salud mental, la transformación del modelo medicopsiquiátrico, reduccionista y estigmatizante, en otro basado en la comprensión biopsicosocial del trastorno mental y en la importancia de la atención comunitaria.


  Es este contexto el que alumbra la colaboración entre los departamentos de Salud y de Justicia de la Generalitat de Cataluña dando lugar, entre otras actuaciones, a la colaboración de nuestro equipo con los profesionales de Justicia Juvenil.


  Así comenzamos en noviembre de 1993 a trabajar juntos en este proyecto un grupo de profesionales con amplia formación en psicoterapia psicoanalítica y con experiencia en la Red Pública de Atención en Salud Mental.10 Proveníamos tanto de servicios de adultos como de infantojuveniles; prácticas diferentes que de forma complementaria nos permitieron empezar a construir juntos un campo de atención específica a la adolescencia.


  No fueron pocas nuestras dudas al principio. Nos preocupaba trabajar con adolescentes cuyo síntoma se expresaba en el terreno de la conducta, algo aparentemente tan alejado de una herramienta como la psicoterapia, que basa su fuerza en el uso de la palabra; trabajar con adolescentes obligados por la Justicia a presentarse ante el psicólogo o psiquiatra, algo también muy alejado a priori de uno de los pilares en los que aprendimos que se sustentaba la indicación para una psicoterapia: la motivación del paciente para tratarse. Por otro lado, nuestra confianza en una metodología como la psicoterapia psicoanalítica focal, que teníamos bien desarrollada y evaluada en los servicios de la Fundación Sant Pere Claver, y el apoyo decisivo que nos ofreció Luis Feduchi con su implicación como asesor y supervisor del proyecto nos acabaron de animar a aceptar la propuesta. Feduchi llevaba ya unos años colaborando como supervisor en equipos de mediación, asesoramiento y medio abierto de Justicia Juvenil en la Generalitat de Cataluña. Con ellos había podido observar cómo se vinculaban los adolescentes a propuestas educativas y de aprendizaje cuando estas se organizaban de forma adaptada a las necesidades de desarrollo de cada chico o chica, y se presentaban con una actitud comprometida con su crecimiento personal. Esto nos animó a pensar que también desde una oferta psicoterapéutica podríamos construir este tipo de alianzas. El reto estaba planteado, y nosotros lo asumimos desde la Fundación Sant Pere Claver, institución con una larga trayectoria en la atención pública a la salud, y cuyo Departamento de Salud Mental, dirigido en aquella época por el Dr. Jaume Aguilar, era ya en aquel momento uno de los equipamientos más rigurosos y creativos de la red de atención en salud mental en Cataluña.


  1.1. EL EQUIPO DE ATENCIÓN AL MENOR (EAM)


  El EAM se define como un equipamiento intermediario entre los sistemas de justicia juvenil y de salud mental, dependiendo orgánicamente del sistema sanitario.
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  Colaboramos con los diferentes equipos profesionales de Justicia Juvenil: los equipos de mediación y asesoramiento, que trabajan a partir de la denuncia y en la fase previa al juicio; los de medio abierto, en los que los delegados judiciales de atención al menor11 organizan y despliegan el contenido de las medidas judiciales impuestas en este ámbito velando por su cumplimiento; los equipos de los centros educativos, donde los menores pueden estar cumpliendo medidas en régimen abierto, semiabierto o cerrado. Estas instancias nos derivan menores cuando necesitan orientación diagnóstica o piensan que los adolescentes se podrían beneficiar de nuestra intervención. Desde 2006, año en el que fue creada la Unidad Terapéutica de Justicia Juvenil, nos coordinamos también con este dispositivo en el que se cumplen las medidas judiciales de internamiento terapéutico, ofreciendo continuidad asistencial tras la finalización de estas medidas.


  Con la intención de facilitar la accesibilidad de los menores a nuestras consultas, así como la coordinación con los profesionales de Justicia, nos desplazamos físicamente varios días a la semana a las dependencias del Servicio de Mediación y de Asesoramiento Técnico, ubicado en las dependencias de la Ciudad Judicial de Barcelona y Hospitalet de Llobregat. Algo que también hicimos hasta el año 2006 en diferentes centros educativos para ofrecer atención a los menores internados cuya situación judicial impedía sus salidas. Una tarea que nos ofreció la oportunidad de conocer directamente las vivencias de chicos y chicas en situación de internamiento y que finalizamos cuando Justicia Juvenil organizó, como hemos dicho, su propia unidad para cubrir esas funciones.


  Nuestra tarea general incluye tanto la atención directa a los menores y a sus familias cuando lo estimamos indicado como el asesoramiento en el ámbito de la salud mental a los profesionales que nos los derivan. Con ellos intentamos definir una estrategia de intervención multidisciplinar e interdisciplinar; lo cual quiere decir que coordinamos nuestras acciones, compartimos y construimos de forma conjunta nuestra comprensión sobre el caso e intercambiamos información relevante respetando la confidencialidad de nuestras intervenciones psicoterapéuticas. Nos diferenciamos claramente de una función forense que queda asumida por el propio sistema de Justicia Juvenil, eliminando así una interferencia que nos incapacitaría para ofrecer una relación asistencial. La experiencia de trabajo interdisciplinar con los profesionales de Justicia es uno de los elementos más interesantes e importantes de nuestro modelo. A lo largo de estos años no solo hemos construido un modelo de relación colaborativa entre diferentes disciplinas profesionales, sino también entre diferentes culturas asistenciales como son la sanitaria y la judicial.


  Nuestra presencia a lo largo de los años ha propiciado que las indicaciones para realizar abordajes de ayuda psicológica sean cada vez más tenidas en cuenta por los profesionales de Justicia, así como por los propios jueces de menores, y con una perspectiva centrada en las dificultades de desarrollo y maduración del menor, lejos de la clásica concepción del trastorno o la enfermedad mental. El clima de respeto mutuo y de convicción de que esta doble intervención ofrece ventajas significativas para los menores constituye la base de nuestra cooperación. La medida judicial plantea nuevas oportunidades a un adolescente que ha sido denunciado por algún motivo, pero ninguna de ellas podría aprovecharse si el menor se encuentra instalado en algún tipo de funcionamiento defensivo que puede condenar al fracaso cualquier intento educativo. Por otro lado, ninguna propuesta de ayuda psicoterapéutica para intentar transformar estos funcionamientos puede tener verdadero sentido si no va acompañada de una atención a sus necesidades básicas y unas oportunidades reales para verificarse en sus nuevas capacidades e ir así alcanzando grados mayores de autonomía y responsabilidad. ¿Qué sentido puede tener para un adolescente acudir a un psicólogo si no sabe dónde va a dormir esa noche, qué comer mañana o siente que no hay lugar alguno para desarrollar sus capacidades? De igual forma, ¿qué sentido podría tener ofrecer la posibilidad de aprender a leer a un menor con un temor irracional a su aprendizaje? Este profundo convencimiento de que los diferentes profesionales que intervenimos en un caso nos necesitamos mutua e imprescindiblemente es el que nos ha llevado a no caer en cualquiera de los riesgos que constantemente amenaza un trabajo con un enfoque interdisciplinar: la invasión de una disciplina por otra, la delegación excesiva en alguna de ellas, la duplicidad de acciones equivalentes o las actuaciones que puedan estar más motivadas por la rivalidad entre profesionales.


  La colaboración interinstitucional ofrece además la ventaja –tal como algunos autores se han encargado de señalar (Christie, 2004)– de que al conservar los profesionales su identificación con el sistema del que provienen están más preservados de quedar arrastrados por las inercias disfuncionales de la institución con la que colaboran, y que, como todos sabemos, se pueden acabar alejando de los objetivos fundamentales en pro del desarrollo de los menores. Y esto es particularmente importante para instituciones que reciben el encargo del control social, como las instituciones penitenciarias o psiquiátricas, proclives a organizar funcionamientos institucionales defensivos ante la gravedad de la patología con la que conviven o por la fuerte presión de un encargo de esa naturaleza. Por lo tanto, los profesionales de un ámbito pueden aportar al otro un pensamiento crítico, conservando sus propios criterios de trabajo de forma más libre y contribuyendo así a la higienización de las tareas conjuntas.


  Obviamente, el EAM no dispone de los recursos necesarios para atender todas las problemáticas relacionadas con la salud mental de los adolescentes con los que interviene la Justicia Juvenil, por eso ofrecemos también una puerta o válvula de entrada a la red general de atención en salud mental, que facilita la comunicación y ejerce de mediadora entre ambos sistemas. Dispositivos de internamiento de agudos o subagudos, hospitales de día para adolescentes o los recursos de zona de una asistencia primaria en salud mental pueden ser indicados desde nuestro servicio o directamente desde los propios profesionales de justicia. Quedan fuera de nuestra intervención los casos de franca psicosis12 que pueden debutar en esta etapa y en los que la actuación delictiva queda mediatizada por una grave desconexión con la realidad, o aquellos menos graves que no requerirían una intervención especializada para atender una situación multiproblemática. Abordamos el abuso de drogas de forma integral dentro de la problemática general y, eventualmente, en casos de funcionamiento adictivo podemos apoyarnos en la red de atención y seguimiento a la drogadicción para mayores de 18 años, que ofrece programas terapéuticos específicos. Ofrecemos también intervenciones psicoterapéuticas individuales y de apoyo a las figuras parentales para todas aquellas situaciones en las que el adolescente presenta problemas en su funcionamiento mental,13 a la vez que se enfrenta a conflictos serios con su entorno familiar o social. Una intervención que debe su eficacia al acompañamiento de medidas judiciales que promueven una intervención psicosocial y psicoeducativa por parte de los profesionales de justicia y en cuyo contexto nos insertamos.


  Nuestra organización nos permite acompañar al adolescente el tiempo que necesite sin estar limitados por la frontera de los dieciocho años, lo que supone un factor esencial para poder ofrecer una continuidad asistencial más allá de su mayoría de edad. Teniendo en cuenta, además, que la media de edad de los chicos y chicas que nos son derivados se sitúa entre los dieciséis y medio y diecisiete años de edad. Esto no sucede en los dispositivos de la red general de atención en salud mental que están separados por el límite de la mayoría de edad. Una división que determina culturas asistenciales muy diferenciadas –la «adulta» y la «infantojuvenil»– en las que los adolescentes no siempre encuentran fácilmente su lugar.


  1.2. UN MODELO DE TRABAJO


  En noviembre de 2013 se cumplieron veinte años de existencia de nuestro Servicio. Un periodo en el que hemos vivido un importante cambio legislativo con la promulgación en el año 2000 de la Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores,14 que modificó la franja de edad de la legislación anterior que iba de los doce a los dieciséis años, hasta la actual situada entre los catorce y los dieciocho.15 En este tiempo hemos crecido en recursos; en este momento contamos con un equipo de ocho profesionales entre psiquiatras y psicólogos clínicos, todos psicoterapeutas de formación psicoanalítica y en algunos casos también sistémica.16 Y hemos aprendido –lo seguimos haciendo– a tratar con adolescentes en contextos especialmente conflictivos, elaborando adaptaciones metodológicas específicas para la aplicación de nuestras herramientas a esta población en dichos entornos. Todo ello basado en la observación, la evaluación y la reflexión clínica sobre nuestras intervenciones, sostenida esta última por un espacio de supervisión y asesoramiento con el Dr. Feduchi. Un espacio que desde el principio se constituyó como un verdadero seminario sobre adolescencia basado en nuestra experiencia y del que este libro es clara consecuencia.


  Ha sido un privilegio contar con la posibilidad de trabajar con una población clínica que difícilmente se vincula a las propuestas terapéuticas habituales. Y este desarrollo es el que nos ha animado a la escritura como un esfuerzo de sistematización que ya habíamos empezado a realizar a través de diferentes artículos en revistas especializadas, y con la intención de compartir nuestras reflexiones para ampliar nuestro diálogo con los profesionales que, desde diferentes ámbitos, tanto educativos como sanitarios o judiciales, puedan estar interesados en el abordaje de la adolescencia más conflictiva.


  Los capítulos del libro están firmados por los profesionales que han asumido su redacción final, más allá del proceso de corrección y elaboración conjunta por parte de todo el equipo. Es una opción que somos conscientes de que puede hacer reiterativas ciertas referencias a la adolescencia y que ha sido necesario introducir a lo largo de los diferentes capítulos para dotar a cada uno de ellos de consistencia interna. Pero esto facilita a su vez una lectura por capítulos, no lineal, movida más por el interés particular de cada lector. Creemos también que la diversidad de estilos que pueda ser percibida aporta riqueza y es fiel a la heterogeneidad y al respeto mutuo que también caracteriza nuestra manera de trabajar. Las ilustraciones clínicas han sido todas convenientemente deformadas para garantizar la confidencialidad.


  1.3. ESTRUCTURA DEL LIBRO


  Hemos dividido el libro en cuatro partes. Una primera que pretende describir el contexto histórico y conceptual en el que el EAM nació y de la que este mismo capítulo forma parte. Se incluye en ella un capítulo dedicado a la descripción del Modelo de Justicia Juvenil en Cataluña, a cargo de Lidia Ayora y Charo Soler, profesionales de Justicia Juvenil que desempeñan desde hace años funciones de responsabilidad en el Servicio de Mediación y Asesoramiento Técnico. Ambas son buenas conocedoras de un modelo que fue pionero en el Estado español, anticipándose a las legislaciones que gradualmente fueron catalizando en otras autonomías la creación de estructuras para atender a los menores infractores sujetos a responsabilidad penal. Este es el único capítulo que está escrito por profesionales externos al EAM, y contribuye también a dar testimonio de nuestra vocación interdisciplinar.


  En esta parte también hemos incluido una entrevista al Dr. Luis Feduchi, que sigue siendo nuestro asesor y supervisor. Luis Feduchi ha sido un maestro para muchos profesionales de dentro y fuera de la red, pero especialmente en la asistencia pública sus enseñanzas sobre psicoterapia focal y adolescencia han contribuido a la creación, al sostenimiento y al crecimiento de muchos servicios. Su interés por la adolescencia ha hecho que colabore simultáneamente con equipos de profesionales de Justicia Juvenil y de salud mental, por lo que encarna una singular integración de conocimientos en este ámbito interdisciplinario. Su persona y actividad profesional representan, además, toda una época de transición en la evolución de la psiquiatría y la atención en la salud mental en Cataluña, que va desde inicios de los años sesenta hasta nuestros días. Así que pensamos que nada mejor que una entrevista con él para conocer de primera mano y a través de su estilo directo y ameno algunas de las vicisitudes más significativas de esta época y el proceso de desarrollo en los servicios que llevó a la creación de nuestro programa.


  En la segunda parte exponemos en dos capítulos nuestro modelo de comprensión sobre la adolescencia y en particular de la conducta transgresora en esta etapa del desarrollo. Existe amplia bibliografía sobre la comprensión psicoanalítica de la adolescencia, pero no hemos querido dejar de exponer la nuestra desde la base de una teoría psicoanalítica de las relaciones de objeto que integra aspectos de la psicología del desarrollo contemporánea y de los avances en la teoría del apego. Una integración especialmente necesaria para la población que atendemos en la que el desarrollo evolutivo está todavía produciéndose y el déficit en el mismo se relaciona con muchas de las dificultades que presentan.


  En el segundo capítulo de esta parte exponemos nuestro análisis de las motivaciones subyacentes a la conducta transgresora; una serie de hipótesis psicodinámicas que prestan tanta atención al mundo interno como al de las relaciones. Es un desarrollo verificado a través de nuestros tratamientos y constituye el asiento sobre el que construimos nuestros focos de trabajo en las psicoterapias.


  La tercera parte del libro expone algunas de las más frecuentes situaciones de conflicto con el entorno de los adolescentes con los que hemos tenido la oportunidad de trabajar estos años. Son problemáticas psicosociales testimonio de la época en la que vivimos:


  • El cada vez más presente fenómeno de las denuncias de agresiones de hijos a padres, la así llamada «violencia filioparental»; fenómeno que, coincidiendo con la «crisis financiera» que todavía está viviendo el mundo occidental, ha ido creciendo de manera exponencial en los últimos años.


  • La situación actual del adolescente frente a la droga en nuestra sociedad contemporánea, marcada por el consumismo y la intolerancia al sufrimiento emocional. Una situación que promueve patrones de consumo específicos, de efectos muy diferentes a los de la devastación que la heroína supuso para una generación anterior, pero también preocupantes.


  • La problemática del embarazo en la adolescencia, una situación frecuente entre jóvenes con tendencia a la actuación y con pocas oportunidades para construir su identidad de forma diferente a la de convertirse en madres, intentando así encontrar un sentido a sus vidas.


  • Y finalmente, los procesos migratorios, principalmente de adolescentes magrebís y latinos en nuestras latitudes, abocados a vivir con mayor complejidad una etapa también marcada por la migración que va de su infancia a su adultez.


  La tarea con menores de Justicia Juvenil nos ha permitido observar estas situaciones de forma intensiva y continuada, ofreciéndonos la posibilidad de elaborar y contrastar hipótesis comprensivas que exponemos en estos capítulos.


  Por último en la cuarta y última parte del libro presentamos nuestro método de trabajo, que detallamos en esta sección en sus diferentes niveles:


  • En primer lugar, la especial atención que prestamos a estimular la difícil vinculación de los menores a las ayudas que les ofrecemos a través de nuestra forma de recibirlos; quizás la cuestión más crucial a la hora de plantearse cualquier estrategia de intervención con adolescentes.


  • Dedicamos otro capítulo a la descripción del proceso psicoterapéutico individual en sus diferentes fases desde la focalización inicial, las vicisitudes más comunes del proceso y las modalidades de finalización. Este capítulo incluye también un apartado dedicado a la especificidad de la intervención psicofarmacológica con adolescentes cuando esta se realiza de forma combinada con el abordaje psicoterapéutico.


  • Describimos en otro de los capítulos del libro nuestra forma de trabajar con los padres o los adultos responsables del entorno, ayudándoles a conectar con sus tareas principales en esta etapa del desarrollo. Entre los defensores a ultranza de la intervención con la familia en la adolescencia o aquellos que consideran que con los padres muchas veces hay poco que hacer, nosotros intentamos intervenir en función de las necesidades que valoramos en los adolescentes y adaptándonos operativamente a las posibilidades y límites de cada situación.


  • Finalmente y, como una de las aportaciones más características de nuestro modelo de intervención, exponemos las características esenciales que contribuyen a la eficacia de la intervención interdisciplinaria entre nuestro equipo y los profesionales de Justicia Juvenil. Ya hemos dicho que se trata de una de las facetas más interesantes y enriquecedoras de nuestra experiencia. El trabajo interdisciplinar, por su dificultad, es una asignatura siempre pendiente en las diferentes redes de atención, pero ineludible por las características de complejidad y multicausalidad multifactorial de las situaciones que llegan a nuestros servicios. Y es, a nuestro modo de ver, la única forma de enfrentar creativamente situaciones de alta complejidad.
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  2 El modelo de justicia juvenil en Cataluña


  L. AYORA


  C. SOLER


  2.1. MODELO DE JUSTICIA JUVENIL


  2.1.1. Antecedentes históricos


  La justicia juvenil en España, igual que en el resto de Europa, ha evolucionado a lo largo del tiempo desde un modelo protector a uno de transición similar a los modelos educativos, hasta llegar a un modelo de responsabilidad. En el año 1993 cuando se empieza la colaboración con el Equipo de Atención al Menor de la Fundación Sant Pere Claver, caminábamos hacia un modelo de justicia juvenil responsabilizador y garantista, que no se plasmó en la legislación hasta la Ley Orgánica 5/2000 reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (LORPM), que es el actual marco legal para todas las intervenciones con menores infractores.


  La andadura del modelo propio para la intervención con los menores se había iniciado en el año 1981 con el traspaso de las competencias sobre menores del Estado a la Generalitat de Cataluña. En aquel entonces (y hasta el año 2001) el marco legal que determinaba la intervención era la Ley de Tribunales Tutelares de Menores (TTMM), del año 1948. Inspirada en las teorías positivistas sobre el tratamiento de la delincuencia, que rechazaban la idea del castigo como solución a la transgresión, reflejaba la filosofía del modelo llamado de protección, según el cual, los menores eran percibidos como incapaces, totalmente irresponsables de sus actos y, por lo tanto no se creía apropiado aplicarles una sanción, sino un tratamiento rehabilitador que no exigía garantías jurídicas ya que el menor era objeto de protección. Dicho modelo, inicialmente bienintencionado, generó en su aplicación muchos errores, ya que tuvo como efecto la exclusión y el establecimiento de regímenes severos en los correccionales y reformatorios, al margen de los derechos y garantías, que se creía que no eran necesarios en un sistema protector, considerado fuera del ámbito penal.


  La ley de TTMM se ocupaba de todos los casos referidos a menores de edad, atendiendo tanto a aquellos necesitados de protección, hasta los dieciocho años, como a los menores que estaban implicados en hechos delictivos, hasta los dieciséis años.17 Las medidas eran de tipo educativo y tutelar, de duración indefinida y se imponían prescindiendo de la gravedad del delito. La intervención no solo se extendía a quienes mostraban conductas delictivas, sino también a quienes tenían comportamientos irregulares como las fugas del hogar o la insumisión a los adultos. Una de las medidas más importantes que se utilizó fue el internamiento en instituciones.18


  No obstante, con la aprobación de la Constitución y de las leyes que la desarrollaban, la adhesión de España a normas internacionales, que sentaban las bases de las respuestas penales a los menores, y al iniciarse las primeras políticas públicas de bienestar, se fue produciendo una transformación en la práctica a pesar de la vigencia de la ley de TTMM. La Generalitat, desde el primer momento, dotó de importantes recursos materiales y humanos, y se inició un proceso de cambio centrado en el tratamiento individualizado, estableciéndose como prioridad la intervención en el propio medio del menor. Se creó una red de delegados de asistencia al menor (DAM), definiéndose un modelo que ofreció respuestas más adecuadas a los menores infractores, puesto que hasta aquel momento la respuesta más común era el internamiento, o bien la amonestación, que no implicaba ningún tipo de intervención. Así pues, el objetivo fue, igual que en otros ámbitos, la desinstitucionalización y la persecución del ideal de la intervención comunitaria.


  En este proceso de transición desde un modelo correccionalistaprotector a uno de responsabilidad, se produjo en el año 1987 la reforma del Código civil, que otorgó la competencia en protección de menores a la Administración, pasando a ser asumida por la Dirección General de Atención a la Infancia. En los juzgados de menores19 quedó solo el ámbito penal («de reforma» se hablaba entonces), es decir, la intervención cuando un menor había cometido un delito, creándose para ello la Dirección General de Justicia Juvenil e iniciándose la aventura de la justicia juvenil propiamente dicha.


  La transformación de la intervención y de la concepción ideológica sobre la justicia de menores se realizó teniendo como referencia los tratados y recomendaciones de organismos internacionales como las Naciones Unidas y el Consejo de Europa.20


  Así, a pesar del marco legislativo anacrónico, en este contexto de reflexión, cambio y creatividad, se buscaron respuestas diversas y nuevas a los infractores. Y con la complicidad de los jueces de menores se inició la experiencia del Programa de Mediación y Reparación en el año 1990. Este fue el primer paso para introducir una respuesta diferente, no basada en el tratamiento de las necesidades y carencias del infractor, sino en su responsabilización y capacidad de reparar el daño producido a la víctima. Era el primer paso hacia una manera distinta de concebir la respuesta a la transgresión, una manera que ahora llamamos justicia restaurativa, pero que en aquel momento se enmarcó en un modelo que empezaba a considerar a los jóvenes infractores capaces de responder de sus acciones, y, por lo tanto, se les podía exigir una responsabilidad adecuada a su edad.


  Y en 1992, como consecuencia de una sentencia del Tribunal Constitucional que declaró inconstitucional el procedimiento de menores y obligó a introducir algunas garantías procesales que el proceso penal exigía, entró en vigor la Ley 4/92 reguladora de las Competencias y del Procedimiento de los Juzgados de Menores. Aunque no sustituyó a la ley de TTMM, introdujo varios elementos importantes. Fijó una franja de edad entre los doce y los dieciséis años, la intervención solo con los menores que estuvieran implicados en un hecho delictivo según el Código penal, limitó la duración de las medidas, introdujo al Ministerio Fiscal y la Defensa en el procedimiento, amplió las medidas que había que imponer21 e introdujo la obligatoriedad de un informe técnico sobre las características del menor que debía ser tenido en cuenta antes de adoptar una medida, incorporando la experiencia que desde el año 1989 se realizó mediante los entonces llamados equipos de atención inmediata. Igualmente, introdujo la posibilidad de llevar a cabo programas de conciliación y reparación a la víctima incorporando también la experiencia que se había realizado en los años precedentes.


  Así pues, a partir del año 1992 se va produciendo una evolución hacia el modelo de responsabilidad que incardina la ley 5/2000, de tal forma que los profesionales llegaron más preparados para afrontar la nueva manera de intervenir. Por ejemplo, el hecho de que ya estuvieran temporalizadas las medidas había permitido realizar los ajustes necesarios en la intervención. Poco a poco se incorporó el hecho de trabajar en un contexto más limitado pero también más claro, asumiendo que la justicia solo puede dar una respuesta en función de los hechos delictivos y que la intervención, por necesaria que sea, solo puede ser transitoria.


  2.1.2. Modelo actual: modelo de responsabilidad


  El cambio más importante se lleva a cabo con la entrada en vigor, el año 2001, de la Ley 5/2000, que delimita la franja de edad a los jóvenes entre los catorce y los dieciocho años, tal y como se había reclamado reiteradamente por los diversos teóricos y operadores de la Justicia Juvenil.


  Esta ley, que ya ha sufrido varias reformas,22 considera a los jóvenes sujetos de derechos y capaces de responder de sus propias acciones. Se les puede exigir responsabilidad por sus actos y dar una respuesta adecuada desde la justicia penal cuando estos sean delictivos. La responsabilidad se reclama y a la vez se potencia con las respuestas. Tal y como explicita B. Román (2008), la mejor forma de responsabilizar a una persona es tratarla como responsable, hacerle comprender que sus actuaciones no fueron correctas, que merece el reproche formal de la sociedad cuando sus actos son dañinos para otros. Pero la intervención debe ser educativa y reparadora. Ya Gaetano de Leo (1986) insistía en que la responsabilidad se desarrolla progresivamente si es exigida; pero en el sistema de menores se debe exigir de manera distinta a como se exige en el sistema de adultos y deben derivarse consecuencias diferentes. Las respuestas jurídicas en el modelo de responsabilidad deben relacionarse con la gravedad del hecho delictivo y no estar solo condicionadas por las necesidades del joven o por su personalidad.


  De hecho, la Ley 5/2000 se configura un derecho penal específico para menores, que se caracteriza por el procedimiento legal utilizado y por el carácter diferente de la respuesta jurídica. Esta combinación, entre garantías y exigencia de responsabilidad por una parte y respuesta educativa por otra, permite mantener un equilibrio entre la igualdad y la individualización (la gravedad del delito guía la respuesta, y el contenido concreto de esta se adapta a la situación del joven) y evitar los riesgos derivados de los modelos extremos (un modelo de responsabilidad llevado al extremo puede tener consecuencias represivas al no atender a las necesidades educativas diversas de los jóvenes; y un modelo educativo puro puede suponer un intervencionismo excesivo centrado solo en los jóvenes que presentan carencias).


  Por otra parte, la ley recoge claramente el principio de oportunidad que implica la posibilidad que el Ministerio Fiscal no abra expediente a un joven en determinados hechos de poca gravedad, o bien que una vez que se ha incoado el expediente, en función de las características de ese joven o de que haya participado en un proceso de mediación, pueda solicitar el archivo o sobreseimiento. Y tiene en cuenta a la víctima, dándole la posibilidad de que se presente como acusación particular o pueda ejercer la acción civil para reclamar los daños. Pero, de manera especialmente significativa, establece la posibilidad de la reparación y la conciliación a través de una mediación en diversos momentos del procedimiento, introduciendo así una visión restaurativa de la justicia juvenil.


  La Ley 5/2000 dispone de un catálogo de respuestas al hecho delictivo que mantiene un equilibrio razonable entre las exigencias de control y responsabilización y la función de educación, con el debido respeto a las garantías procesales. Las medidas judiciales, aunque sancionadoras, tienen una clara finalidad educativa, y además se dispone de varios mecanismos de diversión.23


  La Justicia Juvenil en Cataluña optó por un modelo que, tal y como explicitan los principios que deben regir todas las intervenciones,24 da prioridad a los procesos de desjudicialización y a las intervenciones en medio abierto, siendo, por tanto, el internamiento la última respuesta.


  2.2. ORGANIZACIÓN


  Para desarrollar las competencias en justicia juvenil, el Departamento de Justicia de la Generalitat se ha dotado de una organización administrativa, materializada en una Dirección General,25 diseñada para llevar a cabo las intervenciones que marca la ley. En la actualidad dispone de tres grandes áreas:


  • Servicio de Mediación y Asesoramiento Técnico (SMAT), responsable del asesoramiento técnico a fiscales y jueces y del programa de mediación y reparación a la víctima, que son las funciones que la ley asigna al llamado equipo técnico.


  • Área de Medio Abierto (AMO), responsable de ejecutar las medidas que se llevan a cabo en la comunidad.


  • Servicio de Centros Educativos (SCE), responsable de ejecutar las medidas de internamiento en cualquiera de sus modalidades.


  2.2.1. Servicio de Mediación y Asesoramiento Técnico


  El contexto común de la intervención es que se actúa siempre por orden de la Fiscalía de Menores, como consecuencia de una denuncia por un delito o falta que ha implicado la apertura de un expediente por parte del Ministerio Fiscal, con jóvenes que en el momento de la comisión de los hechos tenían entre catorce y diecisiete años. La intervención de los equipos técnicos es presentencial, obligatoria y con un límite temporal.


  El SMAT constituye la puerta de entrada al sistema de justicia juvenil; por tanto, es una parte esencial en la regulación de las intervenciones. Este servicio tiene la responsabilidad de realizar las propuestas más adecuadas a cada caso, y, aunque no son vinculantes, la instancia judicial las suele tener en cuenta. Además, dispone de amplias posibilidades para llevar a cabo soluciones extrajudiciales y de orientación reparadora.


  El perfil de los jóvenes que se atiende es muy variado, tanto por lo que atañe a la problemática y características personales como en lo referente a la tipología delictiva, que va desde las faltas a los delitos más graves.


  El Programa de Asesoramiento técnico y de Asesoramiento técnico para la adopción de medidas cautelares aporta al procedimiento judicial, a través de un informe y de la presencia de un técnico asesor en las comparecencias y audiencias judiciales, información sobre la situación psicológica, educativa y familiar de los menores, así como sobre su entorno social y, en general, sobre cualquier otra circunstancia relevante a los efectos de la adopción de alguna de las medidas previstas en la ley.26


  El Programa de Mediación y Reparación27 tiene como objetivo solucionar el conflicto entre las partes de forma extrajudicial con la ayuda de un técnico mediador. La conciliación y la reparación necesitan la participación voluntaria y activa de ambas partes para lograr un acuerdo capaz de resolver el conflicto que hay entre ellas. Implica la responsabilización del joven respecto a las propias acciones y sus consecuencias, así como un esfuerzo encaminado a conseguir la compensación a la víctima.


  2.2.2. Área de Medio Abierto


  Tiene como misión28 la integración e inserción social de los menores que están sometidos al cumplimiento de medidas y órdenes judiciales impuestas por los juzgados de menores. El trabajo de los profesionales que trabajan en este ámbito tiene una doble función: la intervención socioeducativa y el control de la ejecución de la medida impuesta.


  El eje central de la actuación del técnico con el menor se basa en su responsabilización, y, por tanto, las actuaciones principales recaen sobre él, pero en sus intervenciones buscan también la implicación del entorno y de la familia.


  Los técnicos de medio abierto están distribuidos territorialmente con el objetivo de intervenir desde el propio entorno del menor y utilizar los recursos de la zona. Elaboran un programa educativo individualizado (PEI) con los objetivos de trabajo y las actuaciones que hay que realizar con el menor, que debe ser aprobado por el juez.


  Las medidas que se ejecutan desde el AMO son las siguientes:


  • Libertad vigilada. Consiste en un seguimiento y supervisión de la actividad del joven: de su asistencia a la escuela, el centro de formación profesional o al lugar de trabajo, según los casos, procurando ayudarle a superar los factores que determinaron la infracción cometida y a adquirir las habilidades, capacidades y actitudes necesarias para su desarrollo personal y social. Esta medida obliga al menor a seguir las pautas socioeducativas que señale el profesional encargado del seguimiento, de acuerdo con el programa de intervención elaborado al efecto y aprobado por el juez. La persona sometida a la medida de libertad vigilada también está obligada a mantener con dicho profesional las entrevistas establecidas en el programa y a cumplir las reglas de conducta impuestas por el juez.


  • Prestaciones en beneficio de la comunidad. Implican la realización de las actividades no retribuidas que se le indiquen, de interés social o en beneficio de personas en situación de precariedad. Preferentemente, se trata de que la actividad tenga relación con los bienes jurídicos afectados por los hechos que ha cometido. El objetivo es que el menor comprenda, durante su ejecución, que la colectividad o determinadas personas han sufrido de modo injustificado unas consecuencias negativas derivadas de su conducta. Se pretende que comprenda que actuó de modo incorrecto, que merece el reproche formal de la sociedad y que la prestación de las tareas que se le exigen es un acto de reparación indirecta.


  • Asistencia a centro de día. Los menores o jóvenes que cumplen esta medida residen en su domicilio habitual y acuden a un centro, plenamente integrado en la comunidad, dentro de un programa de atención integral durante el tiempo que determina la sentencia para llevar a cabo actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales y de ocio.


  • Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo. Intenta proporcionar al menor un ambiente de socialización positivo mediante la convivencia, durante un período determinado por el juez, con una persona o una familia distinta a la suya, o integrándolo en un grupo educativo que se ofrezca a cumplir la función de la familia con respecto al desarrollo de pautas socioafectivas y prosociales.


  • Tratamiento terapéutico ambulatorio. Es una intervención destinada a los menores que presentan las condiciones adecuadas para beneficiarse de un tratamiento terapéutico de carácter ambulatorio que les ayude a superar procesos adictivos o disfunciones significativas de su psiquismo. También está prevista para los menores con una dependencia del alcohol o las drogas de la que puedan ser tratados en recursos comunitarios. Puede aplicarse sola o como complemento de otra medida.


  • Tareas socioeducativas. La persona sometida a esta medida debe llevar a cabo, sin internamiento ni libertad vigilada, actividades específicas de contenido educativo encaminadas a facilitarle el desarrollo de la competencia social.


  • Permanencia de fin de semana en domicilio. El joven debe permanecer en su domicilio o en un centro hasta un máximo de 36 horas entre la tarde o noche del viernes y la noche del domingo, salvo el tiempo que deban dedicar, en su caso, a las tareas socioeducativas acordadas por el juez que deban llevarse a cabo fuera del lugar de permanencia. Se aplica los fines de semana a menores que cometen actos de vandalismo o agresiones leves y también por incumplimientos de las prestaciones en beneficio de la comunidad.


  Durante la ejecución de las medidas en medio abierto, el profesional responsable del seguimiento tiene que realizar informes periódicos sobre la evolución del menor, destinados al juez de menores.


  2.2.3. Servicio de centros educativos


  El internamiento es una medida privativa de libertad que obliga al menor o al joven a permanecer en un centro educativo de justicia juvenil durante el tiempo impuesto en la sentencia, que especifica el tipo de internamiento (según art. 7.1 de la LORPM):


  • Régimen cerrado. Todas las actividades del programa educativo se realizan dentro del centro, que dispone de medidas de contención.


  • Régimen semiabierto. Algunas de las actividades del programa educativo se llevan a cabo fuera del centro.


  • Régimen abierto. Todas las actividades se realizan fuera del centro.


  • Internamiento terapéutico. El menor o joven está ingresado en un centro sociosanitario donde recibe un tratamiento específico para su alteración psíquica o dependencia a sustancias tóxicas. Esta medida puede cumplirse en régimen cerrado, semiabierto o abierto.


  • Permanencia de fin de semana (en un centro educativo). El menor o joven debe estar hasta un máximo de 36 horas en un centro, entre la tarde del viernes y la noche del domingo.29


  Cada centro tiene un proyecto educativo y dispone de un equipo multidisciplinar formado por un educador-tutor, un psicólogo y un trabajador social, que elabora el programa educativo especializado de cada menor internado, marcando unos objetivos individuales que son incentivados a través de un sistema motivacional, y que se van adaptando en función de la evolución del menor.


  En todos los centros se llevan a cabo diferentes programas de intervención general: formación reglada, formación profesional e inserción laboral, competencias psicosociales, hábitos básicos y habilidades domésticas, educación para la salud, tutoría, refuerzo del entorno familiar, cultura, tiempo libre y ocio, educación física y deporte, mediación cultural y diversidad. Existen, además, programas de actuación especializada que se realizan en función del perfil de los jóvenes internados: de drogodependencias, de salud mental, tratamiento de agresores sexuales y de agresores violentos, etc.


  Durante la ejecución de la medida, el centro tiene que realizar informes periódicos sobre la evolución del menor, destinados al juez de menores.


  Previo a su desinternamiento se realizan las coordinaciones necesarias entre el Servicio de Centros y el Área de Medio Abierto, puesto que la ley establece que la medida de internamiento consta de dos periodos, el segundo de los cuales debe cumplirse en régimen de libertad vigilada. Esto permite que desde el primer momento el joven disponga de un referente en su comunidad y de una continuidad en su proyecto educativo.


  Actualmente los centros que existen en Cataluña, todos de gestión y titularidad pública, son:


  • Can Llupià, ubicado en Barcelona, dispone de 120-128 plazas para jóvenes de ambos sexos, distribuidas en cuatro unidades residenciales. Se ejecutan medidas tanto cautelares como firmes en todos los regímenes.


  • L’Alzina, ubicado en el Vallés Occidental, dispone de 87-90 plazas para chicos de más de dieciséis años, distribuidas en seis unidades educativas. Se ejecutan medidas cautelares y firmes, siempre que no sean en régimen abierto.


  • El Segre, ubicado en Lleida, dispone de 45 plazas para chicos, distribuidas en tres unidades residenciales. Se ejecutan medidas tanto cautelares como firmes en todos los regímenes.


  • Oriol Badia, ubicado en un entorno rural del Baix Penedés, dispone de catorce plazas en una unidad educativa. Se ejecutan medidas cautelares y firmes en régimen abierto o semiabierto e internamientos de fin de semana.


  • Folch i Torres, ubicado en un entorno urbano e integrado totalmente en el Vallés Oriental. Dispone de doce plazas para chicos a partir de 16 años, en una unidad educativa. Se ejecutan medidas cautelares y firmes en régimen abierto o semiabierto e internamientos de fin de semana.


  • Unidad Abierta de Montilivi, ubicada en Girona, dispone de doce plazas para chicos. Se ejecutan medidas cautelares y firmes en régimen abierto o semiabierto, e internamientos de fin de semana.


  • Piso de inserción, ubicado en Barcelona, dispone de cinco plazas para jóvenes de ambos sexos. En este, así como en los centros Oriol Badia, Folch i Torres y la Unidad Abierta de Montilivi, normalmente residen jóvenes procedentes de los otros centros que han tenido una buena evolución.


  • Centro Educativo Els Til·lers-Unidad Terapéutica, ubicado en el Vallés Oriental, dispone de doce plazas para menores de ambos sexos. Se ejecutan medidas de internamiento terapéutico cautelar y firme de los menores que no pueden cumplir dicha medida en una entidad terapéutica de carácter abierto ni en un centro educativo de justicia juvenil. También acoge menores en medida de internamiento cerrado o semiabierto que presentan una necesidad de diagnóstico o tratamiento terapéutico que no se puede proporcionar en un centro educativo de justicia juvenil. La Unidad Terapéutica está gestionada por el Parque Sanitario de Sant Joan de Déu, y tanto las valoraciones clínicas como los tratamientos terapéuticos son realizados por el Equipo de Salud Mental y Adicciones (ESMIA).


  2.2.4. Circuito que puede seguir un joven cuando entra en Justicia Juvenil


  A fin de ilustrar la intervención que se realiza desde Justicia Juvenil, explicamos a continuación el recorrido que puede hacer un joven que ha tenido una denuncia y que tiene entre catorce y diecisiete años.


  En el supuesto de que un joven sea detenido por la policía, declara en la comisaría, asistido por su letrado. La policía comunica la detención a la Fiscalía de Menores de guardia, que decidirá, en función de la gravedad de los hechos, si debe ser llevado en presencia del fiscal a fin de escucharle y decidir si solicita al Juzgado de Menores una medida cautelar.30 Si este es el caso, el joven será entrevistado por un técnico asesor de guardia, que deberá informar al fiscal sobre si sus características personales y sociales hacen aconsejable la adopción de una medida cautelar. En un máximo de 48 horas se debe celebrar una comparecencia ante el Juzgado de Menores de Guardia, y el juez decidirá si le impone una medida cautelar, atendiendo a criterios judiciales, pero también a la valoración de la situación del joven que aporta el técnico asesor. En el caso de que le sea impuesta, se iniciará la ejecución, bien en un centro o bien en medio abierto, y la intervención se prolongará hasta el día del juicio.


  La mayoría de los casos no siguen este procedimiento, sino que una vez han declarado ante la Policía, se envía el atestado a la Fiscalía de Menores, que decidirá si abre un expediente o no. Atendiendo al principio de oportunidad, es posible (y de hecho así sucede en muchos casos) que no se continúe el procedimiento judicial.31


  Cuando el fiscal abre expediente solicita la realización de un informe de asesoramiento técnico32 y/o la realización de una mediación con el objetivo de reparar a la víctima.


  La reparación es alternativa a la vía judicial en función de la gravedad de los hechos. En estos casos, cuando se lleva a cabo una mediación de forma satisfactoria para la víctima y para el infractor, se informa del proceso a la Fiscalía y es habitual que el procedimiento no continúe y no haya ninguna respuesta más desde la justicia.


  Cuando no es posible la participación del joven en un proceso de mediación,33 o cuando este es complementario a la vía judicial, se elabora el citado informe de asesoramiento, a la vez que se deriva al menor y/o familia a los recursos que el técnico asesor considera necesarios para potenciar su desarrollo adaptado.34


  El paso siguiente, y meses después, suele ser la comparecencia delante del juez de menores. Si en este acto el joven acepta su responsabilidad en los hechos y la medida que propone el Ministerio Fiscal, es decir, se conforma, el juez se la impondrá. Dicha medida deberá ser adecuada a la gravedad de los hechos y a su situación personal, que habrá sido aportada y actualizada por el técnico asesor que elaboró el informe durante el acto de la comparecencia.


  En el caso de que no se conforme con los hechos o con la medida, se llevará a cabo una audiencia, que viene a ser el equivalente en menores a lo que es un juicio oral en el ámbito de adultos. El juez valorará las pruebas presentadas y la situación del menor y dictará una sentencia, que, si es condenatoria, implicará una medida educativa.


  En el caso de que sea una medida en medio abierto,35 se asigna el técnico correspondiente a su domicilio, que una vez entrevistado el menor y su familia, y conocida su situación, elabora un programa individualizado de ejecución de la medida, concretando los objetivos de trabajo y las actuaciones que hay que realizar con él.


  Si se trata de una medida de internamiento, el joven ingresa en uno de los centros de justicia juvenil, y se le asigna a la unidad de convivencia más adecuada y un educador que hará las funciones de tutor de referencia. El equipo del centro elabora el proyecto educativo individualizado según las características del menor. Y después de evaluar los factores de riesgo y protección,36 se concretan los objetivos y actuaciones, así como los programas en que deberá participar.


  En el caso de que la medida impuesta sea de internamiento terapéutico, cuando se ha detectado que el joven tiene o se sospecha que sufre un trastorno mental, se hará una valoración clínica del caso por parte del ESMIA para proponer la conveniencia o no de su ingreso en la unidad terapéutica, o bien valorar si el joven puede realizar el tratamiento que requiere en otro centro de justicia juvenil.


  2.3. ¿MODELOS PERFECTOS? UN RIESGO, UNA DIFICULTAD Y UN RETO37


  Cualquier modelo de intervención tiene sus riesgos y genera dificultades y contradicciones y, en un ámbito tan sensible como el de los menores infractores, hay que estar en permanente alerta para que no se aleje del objetivo marcado, a la vez que se incorporan las nuevas tendencias e ideas.


  En la intervención desde una perspectiva protectora, las propuestas se realizaban en función de las carencias que presentaba el menor (familiares, educativas, económicas, sociales) y se producía a menudo una criminalización selectiva de las clases sociales menos favorecidas que, a más necesidades, más intervención requerían. Como contrapartida, los casos que pertenecían a familias y entornos normalizados socialmente no recibían respuesta por sus transgresiones o recibían una respuesta de muy baja intensidad. Cuando se empezaron a imponer medidas a este tipo de jóvenes, los profesionales se preguntaban qué hacer en estos casos que no presentaban problemática, ya que los hechos delictivos y sus consecuencias no habían sido un objetivo de la intervención hasta aquel momento.


  No obstante, el principio de intervención mínima se aplicaba de manera más contundente que en el modelo de responsabilidad. Es decir, se hacían más propuestas de no intervención desde la justicia por considerar que no era necesario dar una respuesta desde este ámbito formal y estigmatizador. Se tenía más presente que el paso por la justicia puede conllevar consecuencias negativas que marcan a los jóvenes en su contexto y a nivel personal.


  En cambio, uno de los riesgos del modelo de responsabilidad es que se intervenga en más casos de los que el principio de intervención mínima reclama y por tanto se produzca una judicialización excesiva,38 desde la consideración de que toda transgresión debe tener una respuesta, pretendiendo que la conducta delictiva solo se puede significar desde el contexto penal. Hay que mantener la prioridad en los procesos de desjudicialización y tener presente el principio de oportunidad de la intervención, especialmente en casos de delitos de poca importancia y en los que la intervención se puede realizar desde otros ámbitos, bien extrajudiciales, bien comunitarios.


  Una dificultad en el actual modelo se plantea en los casos que, por su problemática, desbordan los recursos existentes fuera del ámbito de la justicia. Por ejemplo, cuando un caso difícil requiere una medida judicial desde el punto de vista educativo que no se acaba dando porque no puede demostrarse en el juicio la participación del menor en los hechos. O cuando, por la mínima proporcionalidad necesaria entre delito y medida, se impone al menor una medida inferior a la que necesita educativamente para poder abordar su situación. Muchas veces, en estos casos hay otros profesionales (servicios sociales, servicios de protección, etc.) que ya no pueden incidir en el joven y que esperan la intervención de la justicia como último remedio, y cuando no se produce, se vive con mucha decepción.


  Puede pasar también que el tiempo judicial no coincida con el tiempo necesario para la intervención educativa. Esta situación puede darse tanto en las medidas de libertad vigilada e internamiento como en los tratamientos terapéuticos. En el caso de los tratamientos ambulatorios, si acaba la medida judicial pero la evolución clínica que ha hecho el joven requiere de más tiempo, al finalizar la obligatoriedad de la asistencia al tratamiento existe el riesgo de que este se interrumpa.


  Para superar estas dificultades, hay que procurar que el método de trabajo de todos los profesionales que intervienen tenga en cuenta el marco de la justicia, su transitoriedad necesaria y establecer redes de intervención que permitan atender las necesidades de los jóvenes independientemente de la obligatoriedad de las medidas judiciales. Un modelo de responsabilidad solo puede funcionar en toda su plenitud si existen unos servicios de la comunidad, tanto generales como especializados, capaces de dar respuesta a las necesidades de los jóvenes y de procurar su integración en la sociedad, antes, durante y después de una medida de justicia.


  Uno de los retos que el modelo de justicia juvenil vigente plantea es, desde nuestro punto de vista, incorporar la justicia restaurativa en el sistema.


  La justicia restaurativa39 implica una intervención que tiene en cuenta tanto al infractor como a la víctima y la comunidad. La mediación es su práctica más extendida en Europa, pero no la única ni necesariamente la más eficaz, aunque frecuentemente en nuestro contexto, la idea de justicia restaurativa ha sido equivalente a la mediación.


  Tal y como indican McCold y Wachtel (2003), «en la década de los años noventa la justicia restaurativa amplió su alcance para incluir también a las comunidades de apoyo,40 con la participación de familiares y amigos de las víctimas y los delincuentes en procedimientos de colaboración denominados reuniones de restauración y círculos». Estas prácticas son las que se consideran completamente restaurativas, pues participan todas las partes interesadas, es decir, las que han sido afectadas directamente por el delito.


  La justicia restaurativa constituye una visión diferente del sistema penal, un modelo alternativo de reacción al delito. Su postulado fundamental es que «el delito perjudica a las personas y las relaciones y que la justicia necesita la mayor subsanación del daño posible. Un sistema de justicia que solamente imparte castigos a los delincuentes y excluye a las víctimas no encara las necesidades emocionales y relacionales de aquellas personas que se vieron afectadas por el delito».41 Aunque en justicia juvenil las medidas son educativas y no solo tienen el componente punitivo, es cierto que, en la mayoría de ocasiones, solo se da respuesta a los infractores.


  Esta mirada comporta una filosofía diferente que determina la manera de acercarnos al problema y a su posible solución. Así, no se trata de buscar la categoría de la norma infringida por el joven, sino que nos acercaremos al infractor comprometiéndonos con él para trabajar a partir de sus capacidades y que pueda hacerse cargo del daño ocasionado. Y si necesita ayuda para superar su problemática, serán los recursos y las personas de la propia comunidad quienes se implicarán para ayudarle a afrontar sus dificultades.


  La víctima, siempre que sea una persona física, ha sufrido las consecuencias de la acción realizada por el infractor, afectándole no solo a ella, sino también a las personas más cercanas. Es necesario, por tanto, dar una respuesta que la tenga en cuenta desde una perspectiva amplia. La víctima debe poder expresar sus sentimientos y qué necesita para superar los efectos del delito. Además de la reparación que le aporte el infractor, puede manifestar otras necesidades que no dependan de él y que se satisfagan a través del apoyo y recursos de la comunidad.


  Pero ¿quién representa a la comunidad? Esta es una dificultad en nuestro contexto actual, puesto que tradicionalmente, dentro de la práctica restaurativa, nos hemos ceñido a la intervención con la víctima y el infractor desde la metodología de la mediación. El hecho delictivo ha tenido consecuencias personales y familiares para todas las partes y, sin lugar a dudas, también en la comunidad más cercana al lugar donde se han producido los hechos. Se puede producir una sensación de inseguridad, miedo, estigmatización del infractor y, seguramente, muchos más elementos de los que podemos definir en estas líneas. Según McCold y Wachtel (2003) –que detallan quiénes son las partes y qué función tienen en los procesos restaurativos–, si incorporamos a personas del entorno próximo del menor y de la víctima que puedan apoyar y facilitar sus decisiones (comunidades de apoyo) y a otras personas que han sido afectadas por el delito pero de manera indirecta e impersonal (representantes de organizaciones sociales, comerciales, comunidades de vecinos, etc.), conseguiremos que se puedan satisfacer las necesidades individuales y colectivas de todos los implicados.


  En nuestro contexto actual de justicia juvenil, creemos que un reto importante es cómo poder incorporar esta mirada restaurativa de largo alcance en todas nuestras intervenciones.


  Una parte importante de los jóvenes que entran en el sistema de justicia juvenil participan en programas de mediación, normalmente de forma alternativa al procedimiento judicial. El reto sería ampliar las metodologías restaurativas y no limitarnos a la mediación, ofreciéndoles la intervención más adecuada en función del tipo de conflicto, las personas afectadas y la relación entre ellas, la trascendencia de los hechos en la comunidad más próxima, la necesidad de apoyo del infractor y de la víctima, etc.


  Respecto a los jóvenes que deben cumplir una medida educativa, habría que incorporar elementos en el cumplimiento de estas medidas que permitieran conjugar la intervención con el menor, con la víctima y con la comunidad más cercana, subsanando los efectos que el delito ha tenido para todos.


  Actualmente no es habitual que un joven sometido a una medida judicial repare el daño a la víctima. Pero el hecho de que esté cumpliendo una medida no tendría por qué ser obstáculo para incorporar una mirada más restaurativa en la ejecución. Tal vez un infractor no esté preparado al principio de la medida para involucrarse en un proceso restaurativo, pero uno de los objetivos podría ser llegar a poder hacerlo en el transcurso de esta.


  La instauración de una dinámica más transversal en la justicia juvenil de la mirada restaurativa permitiría reducir el impacto del delito en todas las partes afectadas atendiendo a las necesidades globales de todos, a través de un compromiso cooperativo que reforzaría la reintegración tanto del infractor como de la víctima en sus propias comunidades.
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  3 Entrevista al Dr. Luis Feduchi


  Como hemos dicho, desde el principio pudimos organizarnos creando un espacio de asesoramiento y supervisión continuada con el Dr. Luis Feduchi. Un espacio semanal que pronto se definió también como un verdadero seminario sobre adolescencia e intervención psicoterapéutica con adolescentes. Por eso hemos querido incluir en esta primera parte esta entrevista, como una prolongación del fructífero diálogo mantenido durante todo este tiempo con él.


  Luis Feduchi encarna una especial sabiduría sobre la adolescencia. Su empeño en difundirla se ha basado prioritariamente en la ancestral tradición de la transmisión oral, lo que dota a sus enseñanzas de una particular vivacidad, singularmente accesible, subsanando la escasez de su obra escrita. Su aproximación a la clínica se nutre de una especial sensibilidad, no en vano proviene de una familia de artistas y arquitectos. Su fina capacidad de penetración sobre el hecho clínico y su habilidad para el pronóstico resulta siempre sorprendente. Por no hablar de su memoria, capaz de recordar el caso al que nos podemos estar refiriendo con tan solo dos o tres palabras (¡siempre que sean significativas!), a partir de las que puede recordar toda la serie de datos y reflexiones que a lo largo de varias sesiones de supervisión se han ido desplegando trabajosamente. Sin duda, una facultad cultivada gracias a su intensa querencia por la poesía, que le permite recitar innumerables versos de memoria.


  Su libertad de pensamiento, herencia de la cultura republicana en la que nació, propicia que el intercambio que mantiene con los profesionales con los que colabora resulte especialmente fértil al producirse en un respetuoso clima de trabajo que invita a la reflexión y al diálogo. Así, su propia visión también se ha ido enriqueciendo siempre bien cosida a la realidad social del momento y a salvo de constituir doctrina alguna. Probablemente por eso se ha preservado de las servidumbres institucionales desprendiéndose (dolorosamente a veces) de sus vínculos con las organizaciones cuando ha advertido que transigir hubiera sido la única manera de mantenerlos.


  Psiquiatra y psicoanalista afincado en Barcelona desde la década de los sesenta, personifica toda una etapa del desarrollo de la asistencia pública en salud mental en nuestro entorno, y más concretamente de la implantación de la ayuda psicoterapéutica de orientación psicoanalítica en la red. Su trabajo continuado de supervisión y asesoramiento a múltiples equipos en diferentes niveles de atención ha contribuido a ello.


  Cuando el Equipo de Atención al Menor surgió para dar respuesta a un acuerdo de colaboración interdepartamental entre las consejerías de Sanidad y Justicia de la Generalitat de Cataluña, él llevaba ya unos años asesorando a los primeros equipos técnicos, de delegados de atención al menor y de mediación y reparación que habían empezado a funcionar en Cataluña entre mediados y finales de la década de los ochenta, avanzándose a las reformas legislativas que empezarían a aplicarse en el campo de la justicia juvenil a finales de esa década. De esta manera, a su especialización en adolescencia y psicoterapia se sumó un conocimiento del contexto judicial y de las positivas respuestas que los menores iban dando a las propuestas de una intervención judicial mejor adaptada a su etapa evolutiva.


  Podríamos decir que en nuestro Servicio se materializó así una fértil confluencia de la evolución de los paradigmas que conforman los campos del derecho penal y de la salud mental, y que en nuestro entorno originaron importantes transformaciones en las redes de atención a partir de esa década de los ochenta.


  Tú viviste los inicios de la reforma psiquiátrica en Cataluña; una reforma que llegó a España unos años más tarde que a los países de nuestro entorno europeo, en los que la corriente psicosocial anglosajona, el modelo francés de sectorización y psicoterapia institucional y la antipsiquiatría italiana ya estaban impulsando grandes transformaciones desde la década de los setenta. En aquel momento, la participación de diferentes disciplinas y marcos teóricos rompió el monopolio de una concepción médico-reduccionista de carácter biologista que había definido la asistencia psiquiátrica durante el franquismo. ¿Cómo recuerdas aquella etapa en Barcelona? ¿Cómo comenzó la participación de profesionales con formación psicoanalítica en la red de asistencia pública?


  Yo vine a Barcelona en 1958 para comenzar mi formación psicoanalítica. Había acabado la carrera de Medicina en Madrid; conocía a Luis Martín Santos, a Carlos Castilla del Pino… Y allí contacté también con cuatro o cinco personas cercanas al psicoanálisis; entre ellas, Rof Carballo, con quien tuve además contacto en el Hospital General Gregorio Marañón; Laín Entralgo, que conocía el psicoanálisis a través de su cátedra de historia de la medicina, y otros compañeros; entre ellos, el Dr. José Rallo, la Dra. Jesusa Pertejo y la Dra. Carolina Zamora, que estaban en contacto con el psicoanálisis. Tuve unas entrevistas con ellos y así me enteré de que se había constituido en Barcelona un grupo que empezaba a realizar formación psicoanalítica con el reconocimiento de la Sociedad Psicoanalítica Internacional.


  Así llegué a Barcelona y aterricé en el Hospital Clínico donde, a través de una carta de presentación, me puse en contacto con el Dr. Ramón Sarró. Él me acogió con gran cordialidad y me presentó a todo su equipo, que realmente me recibió de forma fantástica. Conocí a profesionales con los que enseguida empecé a hacer amistad: Juan Obiols, Enrique González Monclús, Mariano De La Cruz, Ramón Vidal Teixidor… Inmediatamente me integré en las actividades que ya funcionaban en la consulta ambulatoria. Me facilitaron un despacho y empecé a hacer entrevistas y tratamientos psicoterapéuticos, que ya había hecho en Madrid a partir de la formación con Vallejo Nájera hijo, en la cátedra de psiquiatría. En el Hospital Clínico también colaboré en la sala que llevaba González Monclús practicando ayuda psicoterapéutica a pacientes ingresados.


  Realmente me encontré con un ambiente muy abierto que me sorprendió gratamente. Hacía poco, en 1958, que se había celebrado en Barcelona el IV Congreso Internacional de Psicoterapia, con la participación de Pere Folch, Pere Bofill y Júlia Corominas, presidido por Sarró. Y a pesar de que era un momento social y políticamente muy difícil, habían accedido a venir psicoanalistas muy importantes de todas partes (Alexander, Diatkine, Lacan, Foulkes, Moreno, Bettelheim…). De forma que yo estuve allí, al principio inmerso en todo este ambiente muy diverso y ecléctico, creado alrededor del Hospital Clínico y también de los hospitales de Sant Boi y de Sant Pau, centros que aglutinaban a muchos profesionales. Estaba presente la investigación farmacológica, la psicología clínica con Enrique Cerdá, la investigación con tests proyectivos, gente con formación psicoanalítica como Juan Ramón Otaola y Enrique Grañén, que, aunque no estaban en el mismo grupo, hicieron aportaciones muy importantes. También se llevaban a cabo las terapias más biologistas, como los electroshoks, las curas de insulina –que yo me negué a practicar–. Y se empezaban a realizar lobotomías… Se discutía mucho en sesiones clínicas, con rigor y vehemencia, pero también con respeto. Fue un momento muy rico al que pude agarrarme y en el que aprendí mucho.


  También hubo dificultades económicas, por lo que aproveché la oferta de una plaza de médico interno en el Preventorio Municipal de Psiquiatría, cerca de la Plaza Bonanova. Allí desempeñaba funciones de médico de guardia, residiendo en el mismo Preventorio –junto con el Dr. Manuel Pérez Sánchez–. Por las mañanas seguía acudiendo al Clínico. Empezó a crearse la especialidad de psiquiatría, que en aquel momento todavía no existía, y la formación se hacía según diferentes seminarios. Me propusieron colaborar y dirigí varios de ellos sobre la primera entrevista, tema que siempre me interesó. Por allí pasaron muchos de los psiquiatras y psicoanalistas que actualmente trabajan en la Red Pública de Salud Mental.
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